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¿Democracia sin Ciudadanos?
JOSÉ LUIS CEA EGAÑA

La ciudadanía es la base, el centro y la cima de la política como arte, ciencia y técnica del gobierno para el bien común.


Integrada con el derecho y la ética, la ciudadanía caracterizó a la civilización occidental desde la Grecia clásica, Roma republicana y el medievo1. 
Suprimida con el absolutismo y la entronización de la soberanía,  fue progresivamente reemergiendo con las tres revoluciones  liberales  (inglesa, norteamericana y francesa) de los siglos XVII y XVIII


Esencialmente integrada con el derecho y la política, la ciudadanía configuró, sucesivamente, a la democracia o poder ciudadano racionalmente encausado por el gobierno de las leyes, al constitucionalismo y al humanismo forjado con base en la dignidad de la persona y los atributos fundamentales (derechos y deberes) que fluyen de ella
. 


Política, derecho y ciudadanía  fueron y son, consecuentemente, conceptos inseparables de la dominación humana ejercida con legitimidad sustantiva y no solo procesal, mínima o formal.

I. Naturaleza
              La ciudadanía es un estatus, propio del sujeto titular de derechos y deberes políticos. En cuanto tal, desde el origen recordado fue un concepto normativo, caracterizado por ideales y valores vinculados al buen gobierno de la comunidad política. El ciudadano era, entonces, el sujeto libre, que participaba en el gobierno de su comunidad o que asumía la condición, alternativamente, de gobernado en ella. Tratábase, en otros términos, de un individuo responsable del orden y de la paz, de la justicia, la defensa y la prosperidad de su ciudad: 
            No vale naturalmente para quién no quiere ser señor ni esclavo, sino un hombre que solo desea llevar una vida lo más libre posible y agradable que sea posible, alcanzable al margen de toda existencia política, en la vida  de un  meteco que no obliga a nada
. 

Aristóteles singularizó a la ciudadanía puntualizando
 que era libertaria, participativa, igualitaria, comunitaria o no individualista, tampoco  carismática, en fin, esencialmente política.
 
Era la ciudad (civitas), no la polis, el ámbito territorial en que se practicaba la ciudadanía. En ese microcosmos autosuficiente se suponía que  los ciudadanos ejercían la virtud y alcanzaban la plenitud humana. Allí surgió y se desarrolló  el encuentro con ánimo de diálogo, debate y acuerdo de los hombres libres, conviviendo en clima de respeto y amistad cívica. El surgimiento del Estado, en la época ya señalada, puso término a esa relación del ciudadano y la política. Se transitó, con la consolidación del poder centralizado, absoluto y presuntamente  infalible, autor del derecho y de la justicia
 desde el estatus de ciudadanía activa y participativa, a otro de pasividad y sumisión 
¿Por qué? Pues la política excedía al ciudadano, dominado por  necesidades que  lo enredaban en conflictos y que lo transformaron  en burgués, dedicado a la satisfacción de intereses privados.

             Se hizo  alusión a la reaparición  de la primera de esas formas de ciudadanía, a raíz de las grandes revoluciones mencionadas. Una de ellas, la francesa, fue desencadenada, definida y victoriosamente, en defensa de los derechos del hombre y del ciudadano. Sin embargo, ¿continúa actualmente en ascenso el impulso de esas revoluciones, o se halla en eclipse por la aparición de otros fenómenos de consecuencias todavía apenas previsibles en algunas de sus numerosos y complejos elementos? ¿puede, en síntesis, hablarse de un concepto nuevo de ciudadanía, simétrico con otro de la política y el derecho?; ¿o en lugar  de eso presenciamos la aparición  de una pluralidad diversa de conceptos en el tema, por ejemplo, el ciudadano pleno, el semiciudadano, el refugiado o el inmigrante clandestino?

            En Francia revolucionaria se impuso la idea de ciudadanía fundada en la nacionalidad y  de ambas conectadas con el ius soli  o estatuto del territorio en cuanto factor clave de conexión del individuo con su Estado Nación. En Alemania, por el contrario, fue la pertenencia  a una comunidad de cultura, derivada de un origen étnico común y con acento en la historia largamente compartida, es decir, el ius sanguinis, la fuente de la identificación del sujeto con el estatus de ciudadano. ¿Conservan vigencia esas dos fuentes principales de la nacionalidad y de la ciudadanía en nuestro tiempo? ¿o uno y otro  no se hallan más inevitablemente ligados?

            Recuérdese que vivimos un cambio de época motivado por la globalización de la relaciones económicas, la mundialización de las comunicaciones y el ocaso de los Estados nacionales  como comunidades territoriales independientes, nacidas de los Pactos de Westfalia de 1648 (7). No se olvide tampoco que la gobernanza contemporánea está cimentada en la democracia vivida en múltiples niveles de decisión, ya no solo estatales, v.gr., la Sociedad Civil
. Tengamos presente, por último, que ha reemergido esa Sociedad con fisonomía cada vez más participativa y autónoma en la manifestación de su vitalidad, conquistando espacios públicos antes ignorados o desconocidos. Por esos y otros factores, algunos de los cuales serán expuestos  más adelante, nuestra  respuesta es relativa o circunstanciada a las interrogantes recién formuladas.

II. ¿Cuál es el nuevo concepto?

              No se halla afirmación única ni  simple a tal duda, porque  al responderlas se vuelve ineludible el imperativo de analizar una multitud de variables entrelazadas. Escojo únicamente tres para detenerme aquí en un breve comentario de ellas. 


Así, percibo que se mantienen, como principio, la naturaleza y rasgos provenientes de la ciudadanía en el sentido normativo del ciudadano definido en páginas anteriores, presumiblemente cumplidos con el requisito de idoneidad moral previsto en las constituciones o leyes de los países respectivos. Pero, desde  allí en adelante el cambio es de tal magnitud que, con rigor, procede admitir que se trata de un concepto nuevo de ciudadano y de ciudadanía. ¿Por qué? o más precisamente ¿dónde encuentra hoy la democracia a los ciudadanos? ¿ y existe representación legítima con respecto a todos ellos?
                Es un hecho la universalización del sufragio, extendiéndolo a varones y mujeres, mayores de dieciocho años de edad, alfabetos o no, residentes en el territorio del Estado respectivo o, como en el caso de ciertos extranjeros, vinculados a él por cualquiera circunstancia jurídicamente calificada; y es un hecho también la simplificación del proceso para sufragar, siendo ya  realidad, en la mayoría de las democracias , la vigencia de  dispositivos electrónicos, el voto voluntario, enviado por correo o internet, el sufragio en ausencia o emitido fuera del país, en recintos de privación de libertad, etc.


En seguida y sin asignar rasgos absolutos ni desconocer las excepciones, la cualidad normativa de la ciudadanía se ha ido esfumando al punto  que hoy se la concibe, al menos en amplios sectores de la población, más que nada de la juventud, comprimida a los atributos o derechos, sin consideración de los deberes  correlativos. Deriva de esta premisa la supresión de la obligatoriedad del voto y la omisión de la solidaridad en cuanto valor y principio  configurativo tanto de la comunidad como del rol del ciudadano en ella. En su lugar, se presume que todos los miembros reciben beneficios de tal convivencia, pero que no tienen por qué contribuir a la justicia, al orden, la defensa  y la paz de ella. Trátase, en suma, de una participación sin compromiso, lenta y ténuemente impulsada  al principio, más abierta y con leves desafíos después, para rematar en proclamaciones que impugnan la legitimidad de los gobiernos democráticos desde 1990 a la fecha, con énfasis en el acuerdo que introdujo la gran reforma constitucional de 2005 
.

En tercer lugar, se va generalizando el paradigma individualista identificado por algunos con la soberanía del sujeto, cuya figura se realza atribuyéndole la titularidad de cuanta libertad  considera ejercitable a su discreción. Fluye de lo dicho que el poder de ese sujeto se manifiesta en toda la gama de conductas sociales imaginables, pero sin someterse necesariamente al derecho. Con evidencias de desorden que se acercan a la anarquía, el individuo decide a voluntad, pasando por encima o quebrantando el ordenamiento jurídico. La impunidad se vuelve patente ante el aumento de la delincuencia anónima que se consuma en muchedumbres. El falso paradigma estriba en aducir que se obra según lo dictamina lo políticamente correcto.

III. Ciberpolítica
           ¿Qué explicaciones plausibles tiene el desvanecimiento de la ciudadanía clásica o sustancialmente normativa?

Pienso que en el mundo entero se vive el fenómeno del individuo soberano, pero que no son iguales, en todos los países, las causas susceptibles de explicarlo. En términos breves y selectivos apunto, entre otras, a las consideraciones siguientes:


Por de pronto, a la ciberpolitica
, en la cual internet va desplazando a los partidos y a los medio clásicos de comunicación social. Es fácil de acceder a él, sin costos elevados, disponible para muchedumbres y universal. El conjunto de las redes sociales avanza sin retroceso, incrementando las oportunidades de concretar acciones colectivas, más que nada por activistas que suelen asumir la iniciativa en el anonimato. Pueden resultar de esa fórmula acuerdos  pacíficos o designios violentos, abiertos o encubiertos, de las generaciones más diversas, movilizadas por un caleidoscopio de demandas  e intereses, sin la menor regulación, menos jurídica; e invocando la libertad de expresión y el derecho de reunión, sin restricción alguna, como claves de los gobiernos transparentes ¿Es, sin embargo, todo eso legítimo o se están confundiendo los fines con los medios? No se olvide que, según estudios aparentemente confiables, nada más  que 1% de la información en red es original, de modo que el 99% restante emana de los medio de comunicación tradicionales especialmente la prensa. En las redes, por ende, se consume y no crea información.


Secuela de la ciberpolítica es la pérdida de representatividad de las instituciones democráticas, más que nada los parlamentos, fiscalías y magistraturas. Efectivamente, se denuncia  a través de las redes sociales que la representación actual es ilegítima en alusión a la asimetría que existe entre las demandas e intereses sociales, de una parte, y la preocupación que los integrantes de esas instituciones demuestran para satisfacerlos, de otra. Aumenta, no solo por ello,  la apatía política; baja el interés por involucrarse en el gobierno y el servicio al bien común; crece la interacción descontrolada vía internet, incluso para atentar en contra de la privacidad o revelar secretos oficiales
; se organizan manifestaciones con multitud de concurrentes, en capitales y  regiones, sin que la autoridad competente llegue a hacer  cumplir las normas que vuelven imperante al derecho y, si lo logra, sufre una reacción masiva en su contra, incluso con eco más allá de las fronteras. Por último, pero no menos importante, se vocea la advertencia que ocurrirán males peores si no se allanan los contrarios a deponer sus planteamientos
.

En definitiva, no se logra individualizar a quienes exigir responsabilidad por los desmanes cometidos, o se organizan tumultos para requerir la liberación inmediata de los escasos individuos identificados y en proceso de formalización penal.

IV. Críticas y rectificaciones

          Abunda la doctrina que vincula el individuo soberano con el neoliberalismo, entendiendo que de éste son rasgos matrices el predominio de la lógica  del mercado y los postulados económicos por sobre los valores y principios políticos
. Esa doctrina desprende de la premisa enunciada el designio deliberado por fomentar  el consumismo, del cual son secuelas la materialización de la vida, la evaluación del sujeto con base  en su éxito económico y la reaparición del Estado Providente, es decir, asistencialista de los deudores de toda índole que reclaman  por el agobio en que se encuentran para  cumplir sus compromisos. Tampoco puede silenciarse que, de la misma corriente, proviene la crítica  al neoliberalismo por haber privatizado lo público, reduciendo los espacios de discusión  de los intereses generales a recintos privados y en que  los problemas se resuelven  por compromisos
.

               Curiosamente, esa crítica propugna el retorno a la ciudadanía en su vertiente normativa, en lo que no puede si no estarse de acuerdo. Pero conexiona tal reaparición con el planteamiento del reemplazo del modelo de desarrollo humano,  proclamando la vuelta al Estado prioritario
 y algunas otras enmiendas poco novedosas
. Con ellas, sin embargo, proclaman el imperativo reemplazar entera la Carta Fundamental, aunque omitiendo aclarar cómo la llevarán a cabo. Tal vez, desahuciando esa pretensión para sosegar  los ánimos, la candidata Michelle Bachelet ha puntualizado que, expresiones coloquiales como por las buenas o las malas, indicativas de conductas de facto, tienen que ser desestimadas como alternativas  para la sustitución del Código Político. Este, ha subrayado ella, debe ser reemplazado respetando el ordenamiento institucional y sin recurrir a atajos del tipo  de los resquicios legales para evadir al Congreso Nacional, al Tribunal Constitucional y, en general, al sistema democrático en vigor: 
“La premisa fundamental de que arranca Sócrates es la que toda educación  debe ser política. Debe educar al hombre, necesariamente, para gobernar o ser gobernado. (…) El hombre que haya de gobernar tiene que aprender (…)  la abstinencia y el dominio de si mismo.(…) El ascetismo socrático no es, sin embargo, la virtud monacal, sino la virtud del hombre destinado a  mandar. No vale para quién no quiere ser señor ni esclavo, sino  un hombre que solo desea llevar  una vida lo más libre y agradable  que sea posible. Y no cree que esta libertad  pueda alcanzarse  dentro de ninguna forma de Estado, sino únicamente al margen de toda existencia política
.
              Más acertada es la tesis de comunitarios y republicanos
, unos y otros con resuelto énfasis en la educación cívica desde la infancia, inculcando valores y virtudes, y cruzando todas las generaciones, como instrumento de rectificación ineludible. Focalizados en el concepto de bien común, que no se entiende como sinónimo de  patriotismo ni de interés público, una y otra doctrina argumentan el retorno del ciudadano a la política  y la primacía de ésta  por sobre la economía y el mercado. De esa orientación filosófica proviene también el énfasis en el rol del ciudadano participativo, evaluador, involucrado en las instituciones democráticas, incluso semidirectas  como el voto en referendos y la iniciativa de proyectos de enmienda constitucional y de leyes
 

V. Antiguas y nuevas dificultades

          Es fascinante comprobar la reaparición de problemas milenarios  en torno de la ciudadanía y la imaginación demostrada para resolverlos. Con mayor investigación de unos y de la otra, hoy podríamos avanzar más rápido, y con acierto, en el proceso destinado a resolverlos. Ilustro esta tesis con la Ley Minícia, dictada en la época republicana de Roma para detener las civitas ampliadas, en vigor por un Edicto de Caracala de 212 d.C
 Tratábase de apaciguar, conciliar intereses y recompensar a poblaciones sometidas al poderío romano, política que Ley Minícia obstruyó por la desorganización  advertida a raíz de su aplicación, en especial la integración de los nuevos ciudadanos  a la respublica universal. En nuestra época ha emergido otra vez una patología parecida, manifestada por agrupaciones o individuos en contra ciudadanos, exhibiendo un fanatismo étnico que no se detiene ni siquiera en el terrorismo. ( Nueva York 2000 y Boston 2013).
            Actualmente, una corriente doctrinaria de empuje sostenido
 aboga por el concepto cosmopolita de la ciudadanía. Este nació, es cierto, cuando ciudadanos  de unos Estados, europeos principalmente, emigraron a otros Estados en búsqueda de prosperidad, o se vieron  obligados a dejar su Nación para exiliarse evitando represiones o la muerte. Pero hoy el fenómeno recorre un curso inverso y masivo, esto es, las migraciones de decenas de miles de ciudadanos, con sus familias, que ingresan clandestinamente a otros Estados  y son buscados, muchas veces sin éxito, para expulsarlos de ellos.

           ¿Tienen tales sujetos el derecho a gozar de derechos, como los llama Luigi Ferrajoli,  fundado
 en la Declaración Universal de los Derechos  Humanos, en los tratados  internacionales respectivos y en alguna jurisprudencia de cortes inter o supranacionales que aplican la tesis del universalismo de la dignidad  de la persona y de los atributos esenciales que emanan de ella?


 Se habla de reconocer a los inmigrantes una semiciudadanía, garantizándoles el ejercicio del derecho al trabajo, a la vivienda, a las prestaciones de salud, a la libertad de movilización y otros semejantes, pero no los derechos políticos. Al menos, en ese nivel inferior de ciudadanía, se  les asegura un trato mejor que el de los  impedidos de inmigrar por muros levantados en las fronteras  de los Estados que los rechazan (Baja California y Palestino), o por leyes que se van dictando para expulsarlos de sus territorios, v.gr., Francia, España y Estados Unidos en época  reciente
.
             En una visión que no descuida los hechos, pensamos que se está lejos, tal vez muy lejos, con esa ampliación de llegar a la concesión de ciudadanía plena a tales pueblos
.
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